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PRESENTACIÓN

			El desarrollo en las universidades españolas de los nuevos métodos de aprendizaje y evaluación derivados de la implantación del Espacio Europeo de Educación Superior está obligando a los profesores a redoblar esfuerzos para adaptar los materiales y actividades docentes a los fines que se pretenden lograr a través de la reforma de la educación superior. Esta tarea debe constituir un paso previo y obligado para llevar a cabo otros objetivos más ambiciosos que se proponen para un cambio del modelo educativo.

			En este sentido, el libro que presentamos recoge las lecciones que los profesores que participamos en el mismo impartimos en relación con la parte especial del Derecho Tributario en el Grado en Derecho. Para el diseño de estas lecciones se ha tenido muy presente el tiempo limitado del que se dispone en los planes de estudio para el desarrollo de una materia tan extensa. Este condicionante ha determinado que solo se analicen los impuestos de mayor relevancia y que se seleccionen de forma cuidadosa los aspectos que, en relación con cada uno de ellos, son objeto de estudio, analizándose en el primer capítulo introductorio las características esenciales de los demás tributos. La concreción de los destinatarios de estas lecciones nos ha permitido el desarrollo de un material orientado a la obtención de las competencias esenciales que los estudiantes universitarios de disciplinas jurídicas deben adquirir con el estudio de la parte especial del Derecho Tributario. Además, en la medida en que esta obra está dirigida a estudiantes sin formación previa en esta materia, se ha tratado de utilizar un lenguaje claro y sencillo, sin pretensiones dogmáticas. Ambos aspectos concurren en el objetivo común de que los estudiantes adquieran un conocimiento básico de las figuras tributarias más relevantes que conforman el sistema fiscal español.

			Por otra parte, la obra incorpora un material complementario de especial importancia en el proceso de aprendizaje de los estudiantes, constituido por numerosos casos prácticos resueltos y ejercicios de autoevaluación. La utilización de un formato diferente al papel no priva de importancia a estos materiales, sino todo lo contrario, al menos esa es la intención de los autores. El soporte empleado se adapta al entorno en el que se sienten más cómodas las nuevas generaciones de estudiantes universitarios, proporcionándoles materiales atractivos por su formato y sencillez. Además de esta ventaja, el formato virtual permite la incorporación ilimitada de casos prácticos, incluso en relación con contenidos no tratados o analizados de forma breve en el libro. La utilización habitual de estos casos resueltos por los estudiantes va a permitir una mejor comprensión de las lecciones, pues en esta materia la teoría no puede entenderse sin la práctica, y viceversa. Los ejercicios de autoevaluación están igualmente orientados a este mismo fin, pues se pone a disposición de los estudiantes un importante número de ejercicios de elección múltiple, que más allá de permitir la valoración del grado de conocimiento del estudiante, han de ser concebidos como un medio de adquisición del mismo y como una importante ayuda para la comprensión de la materia.

			El estudio de las lecciones, conjuntamente con este material complementario, permitirá una formación más completa y adaptada a las necesidades individuales de cada estudiante, en el marco del nuevo paradigma de la enseñanza superior, en el convencimiento de que la evolución de los métodos docentes solo es posible si los materiales se adaptan al nivel de exigencia y a las competencias que se pretenden alcanzar con el estudio de la parte especial del Derecho Tributario. Esperamos que nuestro esfuerzo facilite a otros profesores la planificación y puesta en práctica de las nuevas experiencias y estrategias docentes que los tiempos modernos nos imponen, y que ello sirva para mejorar el proceso de aprendizaje y formación de los estudiantes como resultado de la asunción compartida de esta tarea en el ejercicio de una responsabilidad colectiva. En este sentido, estas lecciones no deben ser consideradas como un fin en sí mismas, sino como un instrumento que permitirá a los profesores centrarse más en el proceso de aprendizaje de sus estudiantes mediante el desarrollo de una estrategia docente bien diseñada, si bien no hay que olvidar que el éxito de la formación universitaria depende en gran medida del esfuerzo y el trabajo constante de los estudiantes, que deben ser quienes asuman el protagonismo en la labor de su propio aprendizaje.
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			LECCIÓN 1

			
INTRODUCCIÓN AL SISTEMA TRIBUTARIO ESPAÑOL

			LUIS MALVÁREZ PASCUAL

			
I. INTRODUCCIÓN

			La expresión «sistema tributario» hace referencia a un conjunto de tributos organizados de forma racional, lo que significa que se pueden reconducir a una serie de principios jurídicos y económicos comunes, sin perjuicio de que puedan existir contradicciones derivadas de diversos factores. Un sistema tributario se va construyendo poco a poco, salvo cuando acontecen reformas radicales, como ha sucedido en España en 1845 y 1978. En relación con esta última, se ha de indicar que la primera ley que aprobaron las Cortes Constituyentes fue la Ley de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal, de 14 de noviembre de 1977, que anunciaba el propósito de modernizar el sistema fiscal y asegurar la suficiencia financiera del Estado democrático para el cumplimiento de los retos que debía afrontar mediante un importante incremento del gasto público. El camino iniciado por esta Ley se continuó con una profunda reforma de la imposición directa en 1978, que culminó con la aprobación de la Ley del Impuesto de la Renta de las Personas Físicas, que introdujo por primera vez un impuesto global sobre la renta que afectaba a la mayor parte de los ciudadanos y la Ley del Impuesto sobre Sociedades, lo que permitió la equiparación de nuestro sistema fiscal a los de los países más desarrollados. Es cierto que desde su introducción hasta la actualidad ambos tributos han sido objeto de numerosas reformas, que, aunque han desvirtuado, en alguna medida, la concepción inicial con la que se configuraron en 1978, no han perdido en ningún momento parte de la esencia con la que se diseñaron inicialmente. En la Imposición indirecta, la reforma de mayor calado tuvo lugar unos años después, tras la incorporación de España a las Comunidades Europeas, que supuso la adopción en 1986 de diversos tributos armonizados y, en particular, el Impuesto sobre el Valor Añadido y los Impuestos especiales de fabricación. La introducción del IRPF y del IVA, como consecuencia de dos acontecimientos históricos de gran relevancia, como fueron el inicio de la democracia y la integración en las Comunidades Europeas, han sido los pilares sobre los que se ha cimentado nuestro sistema tributario actual.

			Nuestra actual Constitución incorporó en materia tributaria en el artículo 31 los principios de justicia tributaria que habían constituido el referente de los Estados europeos a partir de la segunda postguerra mundial y que habían permitido la construcción y el desarrollo del Estado del bienestar. No obstante, nuestro país no podía vivir al margen de las reformas que a partir de los años ochenta se llevaron a cabo en los países de nuestro entorno, y que respondían a unos principios económicos neoliberales, como el de eficiencia o neutralidad. El sistema tributario actual responde en gran medida a los mencionados principios que rigen la realidad económica en nuestros días, lo que motiva que algunas normas tributarias sean difícilmente justificables en atención únicamente a los principios constitucionales. Por otra parte, la aplicación en el ámbito tributario de los principios que rigen el Derecho de la UE, como los principios de libre competencia, no discriminación o neutralidad, entre otros, han avanzado aún más en esta tendencia, y han introducido nuevas contradicciones con los antedichos principios constitucionales. Esta evolución de los principios rectores del sistema tributario ha tenido su reflejo en el incremento del peso en la recaudación de los tributos basados en el principio de neutralidad de la imposición y, en particular, del IVA, frente a los tributos basados en manifestaciones directas de la renta y la riqueza. Esta realidad incluso se ha hecho notar en aquellos tributos que han sido considerados tradicionalmente como una expresión de tales principios, como el IRPF, que ha pasado de gravar la renta de forma sintética, con independencia de su fuente u origen, a establecer reglas diferentes en función del componente de la renta gravado, lo que da lugar a importantes diferencias en el tratamiento de rentas de igual cuantía, según la calificación que se les otorgue. Estas diferencias se han incrementado en los últimos años, pues en España, siguiendo la línea marcada por otros países europeos, el IRPF es un impuesto dual, que grava con criterios muy diferentes a los rendimientos derivados del ahorro y al resto de rentas, lo que es difícil de compatibilizar con los principios de justicia tributaria, al menos en su formulación más tradicional. No obstante, la libertad de movimientos de capitales y la competencia fiscal de ciertos Estados han obligado a un cierto sacrificio de tales principios para evitar una deslocalización de las inversiones por motivos fiscales. Se puede decir que la realidad de los sistemas económicos y financieros se ha impuesto frente a los principios tradicionales que han regido la imposición de los países occidentales en las últimas décadas, lo que en cierto modo podría considerarse una renuncia tácita a alcanzar una mayor justicia social a través del sistema tributario, lo que no quiere decir que no se pueda lograr dicho objetivo por la vía del gasto público.

			El sistema tributario está conformado por figuras de diversa naturaleza, que pueden reconducirse a tres grandes categorías: tasas, contribuciones especiales e impuestos. No obstante, en una obra de esta naturaleza no tendría sentido el análisis de concretas figuras de tasas y contribuciones especiales, pues en relación con estos tributos lo relevante es conocer la normativa que regula su creación, los supuestos en los que es posible su exacción, los sujetos pasivos, las normas de cuantificación y otros elementos que son objeto de estudio en la Parte General del Derecho Tributario. Por ello, vamos a centrar el estudio en los impuestos más relevantes que integran el sistema fiscal español, muchos de ellos de enorme complejidad técnica, de ahí que resulte necesaria la exposición de sus características fundamentales, y, en particular, de sus elementos estructurales y de cuantificación. A efectos de clasificar los diferentes impuestos que conforman el sistema tributario podemos utilizar dos criterios de forma combinada. Por un lado, se ha de analizar el sistema tributario en función del ente territorial encargado de su gestión y aplicación, pues la distribución territorial del poder tributario que estableció la Constitución de 1978 permite hablar de un sistema tributario estatal, autonómico y local. Por otro lado, en atención a la capacidad económica gravada por los diferentes tributos, se pueden distinguir entre los impuestos directos, que gravan la renta y el patrimonio, y los impuestos indirectos, que recaen sobre el consumo y el tráfico de bienes y servicios.

			
II. LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DEL PODER TRIBUTARIO. EL SISTEMA TRIBUTARIO AUTONÓMICO Y LOCAL

			Dentro del sistema tributario autonómico se ha de diferenciar entre las Comunidades de régimen foral y las de régimen común. En relación con las primeras la Disposición Adicional 1.ª de la Constitución reconoce los derechos históricos de los territorios forales. Una de las consecuencias más importantes de esta disposición es la existencia en tales territorios de un sistema de financiación y de un sistema fiscal diferentes a los del resto de las Comunidades Autónomas, aunque a este régimen aspiran otros territorios. En su virtud, las diputaciones forales recaudan la mayor parte de los tributos producidos en su territorio, entregando una parte de lo recaudado al Estado, lo que se conoce con el nombre de cupo. Además, se distinguen entre los tributos concertados, que son gestionados y recaudados por las diputaciones forales y los tributos estatales, competencia de la AEAT. Entre los concertados, los más importantes son regulados por normativas propias —tributos de normativa autónoma—. En el País Vasco, el sistema fiscal es propio en cada territorio histórico (Álava, Guipúzcoa y Vizcaya), aunque existen determinados límites armonizadores fijados por el Estatuto de Autonomía y la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco. Igualmente, Navarra cuenta con un sistema fiscal propio, si bien se establecen determinados límites armonizadores en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, y en la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra.

			El resto de Comunidades Autónomas, tanto peninsulares como insulares, son las Comunidades de Régimen Común, que integran el denominado sistema LOFCA, que se fundamenta en un mecanismo inverso a las de régimen foral, pues el ente territorial que se encarga de recaudar la mayor parte de los tributos es el Estado, participando las Comunidades en la recaudación obtenida por éste, aunque el sistema ha sufrido una importante evolución desde su creación hacia una mayor autonomía financiera de las Comunidades Autónomas. En este sentido, al principio estas Comunidades se financiaban fundamentalmente por las cantidades que transfería el Estado, en función de las competencias que iban adquiriendo y de otros criterios (población, territorio, etc.). No obstante, en este sistema las Comunidades tenían autonomía para determinar el gasto pero no para establecer y gestionar sus ingresos, lo que determinaba una clara insuficiencia en la autonomía financiera de estos entes territoriales. Esto tenía consecuencias negativas también desde la perspectiva de los ciudadanos, quienes percibían como ente impositor solamente al Estado, mientras que las Comunidades se encargaban únicamente de la prestación de los servicios y, en definitiva, del gasto público. Para corregir esta situación, a partir de 1996 se ha ido produciendo poco a poco una evolución encaminada a que las Comunidades Autónomas tengan cada vez mayor autonomía financiera y se alcance una mayor corresponsabilidad fiscal, estableciéndose la posibilidad de que asuman ciertas competencias normativas sobre los tributos cedidos. En la actualidad, la financiación de las Comunidades de régimen común viene dada precisamente en su mayor parte por su participación en los impuestos cedidos, de conformidad con las disposiciones de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y ciudades con Estatuto de Autonomía. En algunos tributos se cede íntegramente el importe de la recaudación líquida derivada de las deudas tributarias correspondientes. Así ocurre en relación con el Impuesto sobre el Patrimonio, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, los Tributos sobre el Juego, el Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte y el impuesto especial sobre la Electricidad. En relación con otros tributos se establece una cesión parcial, como ocurre con el IRPF, el IVA y los Impuestos Especiales sobre la Cerveza, Vino y Bebidas Fermentadas, sobre Productos Intermedios, sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco.

			Aunque las Comunidades también pueden establecer tributos propios, no pueden someter a imposición hechos imponibles ya gravados por el Estado, lo que ha limitado de forma importante su poder tributario. Por ello, la mayor parte de los tributos que se han establecido a lo largo de los años se ha configurado con un importante componente extrafiscal, en muchos casos con el objetivo declarado de conseguir una mejor protección medioambiental, aunque en realidad prime el objetivo recaudatorio.

			Por su parte, Canarias se incluye dentro de las Comunidades de régimen común, si bien existen determinadas especialidades que permiten hablar de un régimen económico fiscal de Canarias. En relación con los impuestos indirectos la mayor especialidad es que no se aplica el IVA en dicho territorio, sino el Impuesto General Indirecto Canario y el Arbitrio sobre la Producción e Importación de Mercancías. Por su parte, en materia de impuestos directos se aplican los Impuestos estatales, aunque se establecen determinadas ventajas fiscales, como la regulación de la denominada «Zona especial canaria» (ZEC) o la Reserva para inversiones en Canarias. Tales especialidades se regulan en la Ley 20/1991, de 7 de junio, y en la Ley 19/1994, de 6 de julio. Dichas normas se desarrollan por el RD 2538/1994, de 29 de diciembre.

			Finalmente, en Ceuta y Melilla tampoco se aplica el IVA, sino un tributo sustitutivo que se denomina Impuesto sobre la Producción, los servicios y la importación, regulado por la Ley 8/1991, de 25 de marzo. En relación con los impuestos directos se aplican importantes reducciones. Así, en el IRPF se establece una deducción del 60 por 100 de la cuota íntegra para los residentes en dichos territorios o a quienes, aunque no sean residentes, obtengan en los mismos parte de su renta. Del mismo modo, en el IS se establece una bonificación del 50 por 100 de la cuota íntegra obtenida por las entidades que operen efectiva y materialmente en Ceuta y Melilla o sus dependencias.

			En el sistema tributario local también se ha de diferenciar entre el régimen común y el régimen foral. En este sentido, las entidades locales de Navarra y del País Vasco se rigen por su propia normativa foral. Por su parte, el régimen común se regula en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que establece que las entidades locales se financian con impuestos, tasas y contribuciones especiales. En la medida en que carecen de potestad legislativa no pueden crear tributos. Por ello, la señalada ley determina los tributos que pueden aplicar las entidades locales y regula los elementos esenciales de los mismos, permitiendo un cierto margen para que dichas entidades puedan determinar algunos aspectos de sus elementos cuantificadores a través de las correspondientes ordenanzas fiscales. Además de la regulación de las tasas y contribuciones especiales en el ámbito local, la ley establece diversos impuestos que son obligatorios, lo que significa que deben ser exigidos por todos los entes locales, y otros que tienen carácter potestativo, para cuya imposición se requiere un acto expreso del ente local a través de una ordenanza fiscal. Entre los impuestos obligatorios se encuentran los siguientes:

			— El Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que grava la titularidad de bienes inmuebles de naturaleza urbana o rústica y de un derecho real de usufructo, de un derecho real de superficie o de una concesión administrativa sobre dichos bienes inmuebles, siendo sujeto pasivo quien ostente la titularidad del derecho que, en cada caso, sea constitutivo del hecho imponible del impuesto. La base imponible estará constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles y el tipo de gravamen es fijado por la ley dentro de un máximo y un mínimo, de carácter supletorio. Dentro de ese margen, los entes locales pueden fijar en ordenanza el tipo aplicable en su ámbito territorial. Se trata de un tributo periódico cuyo período impositivo coincide con el año natural, devengándose el primer día de dicho período.

			— El Impuesto de Vehículos de Tracción Mecánica, que grava la titularidad de vehículos de esta naturaleza, aptos para circular por las vías públicas, considerándose como tales aquellos que hayan sido matriculados en los registros públicos correspondientes, mientras no hayan causado baja en éstos. Son sujetos pasivos de este impuesto las personas físicas o jurídicas y las entidades sin personalidad a cuyo nombre conste el vehículo en el permiso de circulación. El impuesto se exigirá con arreglo a un cuadro de tarifas, que varía según el tipo de vehículo, y que los ayuntamientos podrán incrementar mediante la aplicación de un coeficiente, que no podrá ser superior a 2. El período impositivo es el año natural, salvo que se trate de la primera adquisición de un vehículo, en cuyo caso comenzará el día en que se produzca la misma, devengándose el tributo el primer día del período impositivo.

			— El Impuesto sobre Actividades Económicas, cuyo hecho imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio nacional, de actividades empresariales, profesionales o artísticas. No obstante, existen determinadas exenciones subjetivas que determinan que este tributo no resulte de aplicación a todos los empresarios y profesionales. En concreto, están exentas las personas físicas, así como los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades o las sociedades civiles y entidades sin personalidad jurídica cuya cifra de negocios sea inferior a un millón de euros. Finalmente, las Diputaciones pueden establecer un recargo sobre las cuotas municipales de este tributo.

			Por su parte, los impuestos potestativos son los siguientes:

			— El Impuesto de Construcciones, Instalaciones y Obras, que es un tributo indirecto que grava la realización, dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la que se exija licencia de obras o urbanística, con la que es compatible. La base imponible está constituida por el coste efectivo de ejecución material de la construcción, instalación u obra. El tipo de gravamen será fijado por cada ayuntamiento, sin que pueda exceder del 4 por 100. El contribuyente es el dueño de la construcción, instalación u obra, siendo considerados sustitutos quienes la ejecuten o soliciten las correspondientes licencias (el constructor, en muchos casos).

			— El Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, comúnmente conocido por su nombre anterior, de Impuesto de plusvalía. Es un tributo directo que grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos y se ponga de manifiesto por la transmisión de la propiedad de los terrenos o por la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos. El sujeto pasivo es, en caso de operaciones a título lucrativo, el adquirente, y cuando la operación tenga carácter oneroso, quien transmita el terreno o constituya o transmita el derecho. El gravamen se determina de forma objetiva, pues sobre el valor del terreno en el momento del devengo (p. ej., en las transmisiones de terrenos será el valor catastral) se aplicará un porcentaje anual, que determinará cada ayuntamiento dentro de los límites fijados en la Ley, sin que pueda exceder del 30 por 100.

			
III. LA CLASIFICACIÓN DE LOS IMPUESTOS ESTATALES EN ATENCIÓN A LA CAPACIDAD ECONÓMICA GRAVADA

			
1. LOS IMPUESTOS DIRECTOS


			1.1. El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas


			Se regula en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, siendo desarrollada por el RD 439/2007, de 30 de marzo. Además, es preciso tener en cuenta la normativa aprobada por las Comunidades Autónomas, pues se trata de un tributo compartido, por el cual las Comunidades no solo obtienen la cesión parcial de la recaudación de los residentes en su territorio (50 por 100), sino que, además, tienen ciertas competencias normativas sobre diversos elementos de cuantificación del tributo (tarifa, mínimo personal y familiar, deducciones, etc.).

			Se aplica únicamente a las personas físicas residentes en territorio español, pues las no residentes se sujetan al Impuesto sobre la Renta de no Residentes. Es un impuesto de carácter subjetivo, lo que permite adaptar la tributación a las condiciones personales y familiares de los contribuyentes. Así, dos personas que obtengan una misma renta pueden pagar cantidades por este impuesto muy diferentes en atención a las circunstancias subjetivas de cada uno (p. ej., mínimo personal y familiar, situaciones de dependencia y discapacidad, etc.).

			Se trata de un impuesto progresivo, lo que significa que ante un incremento de la base imponible el tipo de gravamen se incrementa más que proporcionalmente. De hecho, se puede afirmar que es a través de este tributo como se ha materializado el principio constitucional de progresividad en nuestro sistema tributario, pues los demás tributos progresivos tienen una relevancia menor. No obstante, el impuesto nacido de la reforma de 2006 es un impuesto dual, pues las rentas del ahorro y las rentas que se incluyen en la base general se gravan a tipos diferentes.

			El objeto del IRPF está constituido por la renta de las personas físicas residentes en territorio español, que está compuesta por:

			— Los rendimientos netos, que proceden de una fuente en principio inagotable de renta. Normalmente, se trata de una renta derivada de alguna actividad humana, que permite una consecución constante de renta. Se trataría de los rendimientos del trabajo personal, los rendimientos del capital (inmobiliario y mobiliario) y los rendimientos derivados del ejercicio de actividades económicas.

			— Las ganancias y pérdidas patrimoniales derivadas de transmisiones patrimoniales onerosas o lucrativas o de cualquier otra alteración patrimonial que no derive de una transmisión (p. ej., obtención de un premio).

			— Las rentas imputadas, que no son rentas reales, sino que las crea el legislador por diferentes motivos. Un ejemplo es la imputación de rentas inmobiliarias, en cuya virtud las segundas y ulteriores viviendas a disposición de sus propietarios tributan aplicando un porcentaje sobre el valor catastral (normalmente el 1,1 por 100).

			Finalmente, el IRPF se encuentra muy relacionado con otros tributos. Con respecto al IS se considera por la doctrina hacendística tradicional que la combinación de ambos impuestos puede llegar a producir una doble imposición. Primero, se gravan los beneficios obtenidos por las sociedades en el IS y, posteriormente, en el IRPF, cuando dichos beneficios se distribuyan en concepto de dividendos o participaciones en beneficios a los socios y accionistas personas físicas. Sin embargo, en la actualidad no existe ningún mecanismo para corregir dicha situación.

			El IRPF también tiene relación con el IVA, porque las cifras declaradas de ingresos y gastos por los empresarios y profesionales deben coincidir en ambos impuestos.

			1.2. El Impuesto sobre Sociedades


			Se regula por la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, desarrollada por el RD 634/2015, de 10 de julio. La separación entre este impuesto y el IRPF se realiza en función del contribuyente. El IS grava a las sociedades y demás entidades con personalidad jurídica, así como a ciertos entes sin personalidad determinados expresamente en la Ley. En cuanto a las sociedades civiles son contribuyentes del IS las Sociedades Agrarias de Transformación y las que tengan personalidad jurídica y objeto mercantil. Las demás sociedades civiles y las entidades sin personalidad jurídica que no estén sujetas expresamente al IS, tributan en virtud del régimen de atribución de rentas y, en consecuencia, no son sujetos pasivos ni del IRPF ni del IS, sino que tendrán dicha consideración los socios, herederos, comuneros o partícipes. Por otra parte, solo se someten al IS los sujetos residentes en territorio español, pues las entidades no residentes se gravan por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes.

			El hecho imponible grava la obtención de renta por el contribuyente, cualquiera que sea su fuente u origen. La renta que se grava tiene carácter sintético, pues la base imponible se determina por la diferencia entre los ingresos y los gastos, sin que se establezcan reglas diferentes según el origen o la fuente de la que proceda la renta. Para la determinación de dicha base se aplica normalmente el método de estimación directa. Ahora bien, en la medida en que las sociedades están obligadas a llevar contabilidad adaptada al Código de Comercio, en la que se registran todas las operaciones realizadas por la entidad, para calcular la base imponible en el método de estimación directa se parte del resultado contable, que se corrige mediante los correspondientes aumentos o disminuciones en los casos en que una partida de ingreso o gasto tenga un diferente tratamiento en la normativa contable y fiscal. De hecho, la LIS regula solo aquellas partidas para las que se considera que el tratamiento contable no es adecuado a efectos del tributo, remitiendo la regulación de todos los demás conceptos integrantes de la base imponible a la normativa contable. Por otra parte, se trata de un impuesto proporcional, al aplicarse un tipo fijo de gravamen con independencia del importe de la base.

			Este impuesto afecta indirectamente al IRPF, puesto que para la determinación del rendimiento neto de actividades económicas en estimación directa en este último impuesto, se realiza una remisión a lo dispuesto en el IS, adaptándose ciertas normas para adecuarlas al hecho de que el IRPF afecta a empresarios y profesionales personas físicas.

			1.3. El Impuesto sobre la Renta de No Residentes


			Se regula por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y por el RD 1776/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba su reglamento. Este impuesto grava a las personas físicas y a las entidades, con o sin personalidad jurídica, que no sean residentes en territorio español, por las rentas que se entiendan producidas en el mismo. Este tributo se introdujo a través de la Ley 41/1998, de 9 de diciembre, pues con anterioridad los no residentes eran gravados a través de la denominada «obligación real de contribuir» en el IRPF o en el IS, según la condición del contribuyente.

			El gravamen por este impuesto es muy diferente según que la persona o entidad no residente actúe en España a través de un establecimiento permanente o sin él. En el primer caso, es decir, cuando disponga en España de instalaciones en las que realice habitualmente su actividad, el establecimiento permanente es un centro de imputación de las rentas, por lo que quedan sujetas todas las rentas imputables al mismo, con independencia del lugar de su obtención. En particular, quedan sujetos los rendimientos de las actividades o explotaciones económicas desarrolladas por dicho establecimiento y los rendimientos y ganancias o pérdidas patrimoniales derivadas de los elementos patrimoniales afectos al mismo. Para la determinación de la base imponible se aplican reglas similares a las del IS, a cuya ley se remite a estos efectos, sin perjuicio de la aplicación de determinadas normas especiales. La cuota tributaria se determina aplicando a la base el tipo de gravamen que corresponda de entre los previstos en la normativa del IS. Además, en ciertos casos, se aplicará una imposición complementaria del 19 por 100 cuando las rentas obtenidas por el establecimiento permanente se transfieran al extranjero, lo que no procederá cuando se trate de establecimientos permanentes de entidades que tengan su residencia fiscal en otro Estado miembro de la UE o en un Estado que haya suscrito con España un convenio para evitar la doble imposición.

			Sin embargo, cuando el no residente obtenga rentas sin mediación de establecimientos permanentes, tributará de forma separada por cada devengo de renta. La base imponible estará constituida con carácter general por su importe íntegro, sin que sea posible la compensación entre las rentas positivas y negativas. La cuota se determinará aplicando sobre la base imponible un tipo de gravamen, diferente para cada tipo de renta, siendo el tipo general el 24 por 100.

			Finalmente, los artículos 40 a 45 de esta Ley contemplan otro tributo diferenciado que afecta a las entidades no residentes, pero que tiene como objeto el patrimonio. Se trata del Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles, al que se sujetan las entidades residentes en un país o territorio que tenga la consideración de jurisdicción no cooperativa, que sean propietarias o posean en España, por cualquier título, bienes inmuebles o derechos reales de goce o disfrute sobre éstos. Es un gravamen que pretende evitar la evasión fiscal, de ahí que no sea exigible a los Estados e instituciones públicas extranjeras y a los organismos internacionales; a las entidades que desarrollen en España, de modo continuado o habitual, explotaciones económicas diferenciables de la simple tenencia o arrendamiento del inmueble; y a las sociedades que coticen en mercados secundarios de valores oficialmente reconocidos. La base imponible está constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles y el tipo de gravamen es el 3 por 100. Este gravamen se devenga el 31 de diciembre de cada año y se autoliquida en el mes de enero siguiente. La cuota de este gravamen especial tendrá la consideración de gasto deducible a efectos de la determinación de la base imponible del IRNR que, en su caso, corresponda.

			1.4. El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones


			Se regula por la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, así como por el RD 1629/1991, de 8 de noviembre. Es un impuesto que solo afecta a las personas físicas, con independencia de que sean o no residentes en territorio español. Las personas jurídicas, cuando obtienen un bien o un derecho mediante una transmisión a título gratuito, tributan en el IS. Es un impuesto cedido en un 100 por 100 a las Comunidades Autónomas, que, además, tienen importantes facultades normativas, fundamentalmente en relación con los elementos de cuantificación del tributo. En la actualidad existen numerosas diferencias entre las Comunidades Autónomas en el ejercicio de su poder normativo, lo que ha dado lugar a importantes divergencias en la tributación de una misma operación por razón del territorio. El impuesto grava los incrementos que una persona experimenta en su patrimonio y que tienen carácter lucrativo, a saber: a) Adquisiciones mortis causa; b) Beneficiarios de un seguro de vida; c) Donaciones. Se trata de un impuesto progresivo, si bien la progresividad depende de una serie de factores característicos de dicho impuesto, como puede ser el grado de parentesco o el patrimonio preexistente del adquirente.

			1.5. El Impuesto sobre el Patrimonio y el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas


			El impuesto sobre el Patrimonio está regulado en la Ley 19/1991, de 6 de junio. Es un impuesto que solo afecta a las personas físicas, diferenciándose entre residentes, sujetos por obligación personal, y no residentes, que se sujetan a la denominada obligación real. Es un impuesto que grava en la fecha del devengo (31 de diciembre) la titularidad por el sujeto pasivo del patrimonio neto, que se define a efectos del impuesto como el conjunto de bienes y derechos de contenido económico de que sea titular la persona física, con deducción de las cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como de las deudas y obligaciones personales de las que deba responder. Tiene carácter progresivo, aunque los tipos son bajos. El tipo marginal máximo en la escala prevista en el artículo 30.2 de la Ley 19/1991 es el 3,5 por 100, si bien las Comunidades Autónomas tienen competencia normativa para aprobar una tarifa diferente.

			Además de la estrictamente recaudatoria, el impuesto cumplía otra función igualmente importante, pues la declaración de los bienes y derechos de una persona podía ofrecer una información relevante para el control de los contribuyentes por el IRPF. Con el tiempo también esta función dejó de tener relevancia, pues en la actualidad hay muchos más medios de control y más eficaces, sobre todo por la información que la AEAT recibe de terceros (notarios, otras Administraciones Públicas, bancos, retenedores, etc.) y de Registros Públicos. Finalmente, la Ley reguladora de dicho impuesto también sirve de referencia para la regulación por remisión a la misma de determinados aspectos de otros tributos, particularmente en lo relativo a las reglas de valoración de bienes y derechos.

			La pérdida de importancia de las funciones asignadas al IP determinó que fuera un impuesto muy cuestionado por la doctrina, lo que en parte propició su eliminación desde el 1 de enero de 20081. No obstante, la necesidad de reducir el déficit público motivó su reintroducción en 2011 a través del RDL 13/2011, de 16 de septiembre, que si bien tenía carácter temporal, posteriormente devino en definitiva. Ahora bien, se estableció un incremento de algunas cuantías para impedir que pueda afectar a personas que no tengan un patrimonio neto importante. A tal efecto se elevó el mínimo exento de 108.182,18 a 700.000 euros, así como el importe máximo exento en concepto de vivienda habitual del contribuyente de 150.253,03 a 300.000 euros. Por otra parte, se reintrodujo la obligación de declarar, que afecta a los sujetos pasivos cuya cuota tributaria resulte a ingresar o, en todo caso, cuando el valor de sus bienes o derechos resulte superior a 2.000.000 de euros. Pese a la reintroducción del impuesto, alguna Comunidad Autónoma como Madrid o, más recientemente, Andalucía y Murcia, han mantenido la bonificación en la cuota del 100 por 100, por lo que los residentes en dicho territorio no han de pagar este impuesto, mientras que otras Comunidades han aplicado el gravamen sin bonificación.

			Estas divergencias entre las normas autonómicas reguladoras del Impuesto sobre el Patrimonio han servido de justificación para la introducción del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, aprobado por la Ley 38/2022, de 27 de diciembre. Se configura como un impuesto complementario del Impuesto sobre el Patrimonio, de carácter estatal, no susceptible de cesión a las Comunidades Autónomas. Tiene un objetivo recaudatorio y una vocación armonizadora, pues se trata de igualar la carga tributaria de los contribuyentes, con independencia de la Comunidad Autónoma en la que residan, aunque para ello lo más adecuado hubiera sido revisar las competencias normativas cedidas a las Comunidades en relación con dicho tributo. Grava con una cuota adicional los patrimonios de las personas físicas de cuantía superior a 3.000.000 de euros. La configuración de este impuesto temporal coincide básicamente con la del Impuesto sobre el Patrimonio (ámbito territorial, exenciones, sujetos pasivos, bases imponible y liquidable, devengo, tipos de gravamen, límite de la cuota íntegra). La diferencia fundamental reside en el hecho imponible, que grava solo aquellos patrimonios netos que superen los 3.000.000 de euros, teniendo en cuenta que existe un mínimo exento de 700.000 euros. En definitiva, grava con una cuota adicional los patrimonios de las personas físicas de cuantía superior a 3.700.000 euros. El carácter complementario significa que, de la cuota resultante de la aplicación del Impuesto de solidaridad, el sujeto pasivo podrá deducir la cuota del Impuesto sobre el Patrimonio del ejercicio efectivamente satisfecha, a fin de evitar la doble imposición, por lo que solo tributarán de forma efectiva los contribuyentes que residan en Comunidades que hayan bonificado dicho impuesto. Es un tributo temporal, pues solo se prevé una vigencia de dos años (2022 y 2023). No obstante, se introduce una cláusula de revisión, para efectuar una evaluación de sus resultados al final de su vigencia y valorar su mantenimiento o supresión.

			1.6. El Impuesto sobre los depósitos de las entidades de crédito


			La Ley 16/2012, de 27 de diciembre, creó este impuesto con efectos desde el 1 de enero de 2013, regulándose en su Capítulo XI. No obstante, se estableció un tipo de gravamen del 0 por 100, pues en realidad la creación del impuesto respondía al objetivo de evitar la aplicación de los tributos propios de naturaleza similar que habían sido aprobados por algunas Comunidades Autónomas. Con posterioridad, la Ley 18/2014, de 15 de octubre, ha modificado dicho Capítulo con efectos desde el 1 de enero de 2014, estableciendo, entre otras cosas, un tipo de gravamen del 0,03 por 100 con el objeto de garantizar una tributación armonizada de los depósitos constituidos en las entidades de crédito en todo el territorio español. La recaudación de este impuesto se destina a las Comunidades Autónomas donde radiquen las entidades financieras.

			Se configura como un tributo de carácter directo que grava los depósitos constituidos en las entidades de crédito. El impuesto es exigible en todo el territorio español, sin perjuicio de los regímenes tributarios forales. Constituye el hecho imponible el mantenimiento de fondos de terceros, cualquiera que sea su naturaleza jurídica y que comporten la obligación de restitución, salvo los fondos mantenidos en sucursales fuera del territorio español. Los contribuyentes del impuesto son las entidades de crédito y las sucursales en territorio español de entidades de crédito extranjeras. El período impositivo es el año natural, devengándose el último día del período impositivo.

			La base imponible será el resultado de hacer una media aritmética del saldo final de cada uno de los meses del año natural de la partida del pasivo del balance «Depósito de la clientela», a la que se aplicarán determinadas minoraciones. La cuota íntegra será el resultado de aplicar el tipo de gravamen del 0,03 por 100 sobre dicha base.

			El tributo se gestiona mediante autoliquidación, que se presentará en el mes de julio del año siguiente al del período impositivo. Además, en dicho mes se deberá también realizar un pago a cuenta correspondiente al período impositivo de ese ejercicio, que será el 50 por 100 de la cuantía resultante de aplicar el tipo de gravamen a la base imponible del período anterior. Tanto en la autoliquidación como en el pago a cuenta los contribuyentes tendrán que desagregar la parte de la base imponible o del pago a cuenta que corresponde por cada Comunidad Autónoma en que radiquen la sede central o sucursales donde mantuvieran los fondos de terceros, así como el importe correspondiente a los fondos mantenidos mediante sistemas de comercialización no presenciales.

			La recaudación obtenida se distribuirá a las Comunidades Autónomas en función de donde radiquen la sede central o las sucursales de los contribuyentes en las que se mantengan los fondos de terceros gravados. Esta misma proporción se aplicará a los fondos mantenidos mediante sistemas de comercialización no presenciales para su distribución entre las Comunidades Autónomas.

			1.7. Los Impuestos para la sostenibilidad energética


			La Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la sostenibilidad energética, creó tres nuevos impuestos directos de naturaleza real, cuyos elementos se regulan en dicha Ley, a saber:

			a) El impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica, que grava la realización de actividades de producción e incorporación al sistema eléctrico de energía eléctrica, siendo, pues, su objeto la producción que se realiza de esta energía en todas las instalaciones de generación. Son contribuyentes las personas o las entidades que realicen estas actividades, por lo que el impuesto gravará la capacidad económica de los productores de energía eléctrica cuyas instalaciones originan importantes inversiones en las redes de transporte y distribución de energía eléctrica para poder evacuar la energía que vierten a las mismas. Con este impuesto se pretende compensar los efectos medioambientales que comportan tales redes, así como los importantes costes que supone el mantenimiento de la garantía de suministro.

			b) El impuesto sobre la producción de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos resultantes de la generación de energía nucleoeléctrica, cuyo hecho imponible es la producción del combustible y residuos señalados, siendo contribuyentes las personas o entidades que realicen tales actividades.

			c) El impuesto sobre el almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos en instalaciones centralizadas, cuyo hecho imponible es la actividad de almacenamiento señalada. A efectos del impuesto se entiende como almacenamiento de combustible nuclear gastado y residuos radiactivos a toda actividad consistente en la inmovilización temporal o definitiva de los mismos, con independencia de la forma en que se realice, y como instalación centralizada a aquella que pueda almacenar estos materiales procedentes de diversas instalaciones u orígenes. Los contribuyentes son las personas o entidades que sean titulares de las instalaciones en las que se realicen las actividades señaladas.

			Estos dos últimos impuestos pretenden financiar parte de los costes y responsabilidades sociales que derivan de la generación de energía eléctrica mediante la utilización de energía nuclear, tales como la gestión y supervisión de los residuos radiactivos generados y de los materiales que pueden ser utilizados para fines no pacíficos, lo que da lugar a exigentes y costosas medidas de control. También financiarán los planes de emergencia nuclear que se han de mantener operativos en cada una de las provincias en las que existen instalaciones nucleares. Estos gravámenes pretenden, pues, compensar a la sociedad por las cargas que debe soportar como consecuencia de las peculiaridades inherentes a la generación de este tipo de energía y financiar, al menos en parte, los aspectos mencionados.

			
2. LOS IMPUESTOS INDIRECTOS


			Se pueden clasificar en tres grandes grupos:

			a) Los impuestos que gravan el tráfico civil.

			b) Los impuestos sobre el tráfico mercantil.

			c) Los impuestos que gravan el tráfico exterior.

			2.1. Los impuestos que gravan el tráfico civil. El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados


			Se encuentra regulado en el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, y en su Reglamento de desarrollo, aprobado por el RD 828/1995, de 29 de mayo. Es un impuesto cedido a las Comunidades Autónomas al 100 por 100 y parcialmente armonizado. Presenta las siguientes modalidades:

			a) Transmisiones patrimoniales onerosas, que grava las transmisiones de bienes y derechos realizadas por particulares (p. ej., la venta de un coche o de un inmueble por un particular).

			b) Operaciones societarias, que grava la constitución de una sociedad o entidad asimilada y otras operaciones societarias, como su extinción, ampliación de capital, etc. Esta modalidad es totalmente incompatible con Transmisiones Patrimoniales Onerosas, por lo que un mismo acto no puede ser liquidado por ambos conceptos. No obstante, el RDL 13/2010, de 3 de diciembre, estableció la exención del gravamen de la mayor parte de las operaciones sujetas al mismo y, en particular, de todas aquellas dirigidas a la creación, capitalización y mantenimiento de las empresas [art. 45.I.B).11 del Texto Refundido], pues tras esta reforma solo tributan por este concepto las operaciones de reducción de capital y la extinción de sociedades.

			c) Actos jurídicos documentados, que grava con una pequeña cuantía la especial protección que el Ordenamiento Jurídico otorga a determinados documentos. En particular, se someten a este concepto los documentos mercantiles (p. ej., letras de cambio), los documentos administrativos (p. ej., ciertas anotaciones preventivas que se realicen en los Registros Públicos) y los documentos notariales, en relación con los cuales, según la operación que se realice, se distingue entre un gravamen de cuota fija y otro de cuota variable (ambos compatibles entre sí). Mientras que la cuota fija se superpone a las restantes modalidades del impuesto no ocurre lo mismo con la cuota variable, pues para que se devengue es preciso que el documento notarial contenga actos no sujetos a esas otras modalidades.

			2.2. Los impuestos que gravan el tráfico mercantil


			Dentro de esta categoría se puede distinguir entre un impuesto general sobre el consumo, el IVA, y los impuestos que gravan consumos específicos, entre los que destacan los Impuestos Especiales, aunque también se puede hacer referencia al Impuesto sobre las primas de seguros, al Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero, al Impuesto sobre determinados servicios digitales y al Impuesto sobre las transacciones financieras, entre otros.

			A) El Impuesto sobre el Valor Añadido

			Es un impuesto totalmente armonizado, regulado por diversas directivas de la UE, cuya transposición al ordenamiento interno se realizó a través de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, desarrollada reglamentariamente por el RD 1624/1992, de 29 de diciembre. Se trata de un impuesto cedido parcialmente a las Comunidades Autónomas en un 50 por 100, aunque no se ceden competencias normativas ni de gestión.

			Es un impuesto general sobre el consumo, aunque no afecta a determinadas operaciones que se consideran exentas (p. ej., servicios médicos). Algunas de las operaciones que se excluyen del IVA se sujetan a otros tributos específicos, como ocurre con los seguros, que se gravan en virtud del Impuesto sobre primas de seguros, y los juegos de azar, que se someten a los impuestos sobre el juego, cedidos a las Comunidades Autónomas (tasa sobre juegos de suerte, envite o azar y tasa sobre rifas, tómbolas y combinaciones aleatorias).

			Es un impuesto plurifásico, lo que significa que grava todas las fases de la producción y distribución de bienes y servicios al mercado. Este tipo de impuesto se opone a los impuestos monofásicos, que gravan una sola fase de la fabricación o comercialización de los bienes, como ocurre en el caso de los Impuestos Especiales, que gravan normalmente la fabricación. Entre los impuestos plurifásicos existen dos clases. En primer lugar, se encuentran los impuestos en cascada, que gravan todas las fases de la producción, distribución y comercialización de los bienes y servicios, y, además, en cada una de ellas por la totalidad del precio, por lo que son impuestos acumulativos, lo que distorsiona los precios de los productos, pues cuantas más fases existan en la producción o comercialización más impuesto se paga, lo que propicia la concentración empresarial. El antecedente del IVA, el Impuesto General sobre el Tráfico de Empresas, era un impuesto de este tipo. En segundo lugar, los impuestos sobre el valor añadido, que gravan todas las fases de la producción y comercialización de los bienes y servicios. Grava tanto cuando una empresa vende materia prima a la fábrica, como cuando ésta vende a la tienda y también cuando la tienda vende a los particulares. Aunque todas las operaciones se gravan, en cada fase se ingresa el IVA correspondiente al valor que se ha añadido en la misma.

			La capacidad económica que se pretende gravar con este impuesto es el consumo. No obstante, aunque el objeto imponible sea el consumo, los sujetos pasivos son los empresarios o profesionales y el hecho imponible está constituido por las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizados por estos en el ejercicio de su actividad económica. Ahora bien, la mecánica del impuesto está diseñada para que al final la totalidad del mismo la pague el consumidor, y que, en consecuencia, no suponga con carácter general coste alguno para los empresarios o profesionales. Para conseguir estos objetivos, el IVA se fundamenta en dos pilares básicos:

			1. La repercusión del impuesto. Los empresarios y profesionales que intervengan en las operaciones deben trasladar el impuesto al siguiente eslabón o fase de la cadena productiva o de comercialización hasta que llegue al consumidor final.

			2. La deducción del impuesto. Los empresarios y profesionales deducen del IVA que cobran a sus clientes (IVA repercutido) el IVA que han pagado previamente (IVA soportado). En consecuencia, el impuesto no es normalmente un coste para los empresarios y profesionales, pues el impuesto que paguen lo recuperan del impuesto que cobran a sus clientes. La diferencia la ingresan en Hacienda, con lo que colaboran activamente en la recaudación del impuesto por el Estado.

			El IVA tiene tres modalidades. En primer lugar, a través de la modalidad «Operaciones interiores», se gravan las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en el territorio de aplicación del impuesto. En segundo lugar, por el concepto «Importaciones» se grava la entrada de bienes desde países terceros a Estados miembros de la UE, siendo esta modalidad compatible con el Arancel Aduanero Comunitario, debiendo ingresar el impuesto el importador. En tercer lugar, el impuesto grava las denominadas «Adquisiciones intracomunitarias», concepto al que se sujetan las adquisiciones de bienes realizadas a título oneroso por un empresario a otro, exigiéndose que se produzca el transporte desde el Estado miembro de origen al Estado de destino. Desde el 1 de enero de 1993 no existen las importaciones en los intercambios de bienes entre los Estados miembros, al desaparecer las fronteras intracomunitarias de carácter fiscal. Se pretendía que el mercado entre todos los países de la Unión funcionara igual que el interior de un país, de tal modo que si un empresario español compraba productos, por ejemplo, en Alemania, pagara el impuesto en origen, es decir, en Alemania. Pero esto era complicado, por lo que se estableció un período transitorio, que se ha prolongado de forma indefinida y aún se mantiene vigente. De este modo, los empresarios que introduzcan en un Estado miembro bienes procedentes de otro Estado de la UE tienen que liquidar el IVA en la Hacienda del Estado miembro de destino de tales bienes, en concepto de adquisición intracomunitaria.

			De la relación del IVA con otros impuestos indirectos podemos indicar su compatibilidad con los impuestos especiales, por lo que se cobran ambos impuestos conjuntamente. Sin embargo, es incompatible con la modalidad Transmisiones Patrimoniales Onerosas del ITPAJD, pues tiene el mismo ámbito objetivo de aplicación que el IVA, solo que referido a actuaciones entre particulares, salvo ciertas excepciones (p. ej., entregas de bienes inmuebles declaradas exentas en el IVA, que tributarán en Transmisiones Patrimoniales, salvo que sea posible la renuncia a la exención). Finalmente, el IVA es plenamente compatible con operaciones societarias y con Actos Jurídicos Documentados.

			B) Los impuestos especiales

			Se regulan por la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, y por el RD 1165/1995, de 7 de julio. Se trata de impuestos que se han armonizado a través de diversas Directivas. Recaen sobre consumos concretos y específicos, siendo compatibles con el IVA. Son impuestos monofásicos, pues solo gravan una fase de la producción o comercialización de los productos, normalmente la fabricación. Estos impuestos se encuentran cedidos a las Comunidades Autónomas en un porcentaje que varía en cada uno de ellos, desde el 58 por 100 hasta su cesión íntegra.

			Se pueden distinguir entre diferentes clases de impuestos especiales. La categoría más amplia es la de los impuestos de fabricación, que incluirían los impuestos sobre el alcohol y las bebidas alcohólicas (cerveza, vino y bebidas fermentadas, productos intermedios, alcohol y bebidas derivadas), el Impuesto sobre los Hidrocarburos y el Impuesto sobre las Labores del Tabaco. En cuanto al Impuesto Especial sobre la Electricidad, aunque desde su creación se había configurado como un impuesto sobre la fabricación, desde la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, ha pasado a ser un impuesto que grava el suministro de energía eléctrica para consumo o su consumo por los productores de aquella electricidad generada por ellos mismos. Por su parte, el Impuesto sobre determinados medios de transporte, conocido como Impuesto de Matriculación, responde a otros objetivos diferentes. Hasta el año 1992 el IVA de los vehículos y otros medios de transporte se sujetaba a un tipo incrementado del 33 por 100. Como consecuencia de una directiva de armonización se eliminó dicho tipo incrementado, por lo que quedaron gravados al tipo general. La pérdida recaudatoria que ello supuso se compensó con la creación de este impuesto. Finalmente, hemos de hacer referencia al Impuesto Especial sobre el Carbón.

			Los impuestos especiales tienen una gran capacidad recaudatoria, y aunque esta sea su finalidad esencial, se justifican por la política sanitaria, social y, en fin, por tener un señalado carácter extrafiscal, pues sirven al objetivo de lograr una mejor asignación de los costes sociales. Dadas las adversas consecuencias que puede originar un uso excesivo del tabaco o de las bebidas alcohólicas, estos impuestos no solo restringen su consumo, sino que hacen recaer una parte del coste social en los consumidores de estos productos. Igualmente la asignación de costes sociales es una explicación parcial del gravamen de los hidrocarburos, por sus efectos contaminantes.

			C) El Impuesto sobre Primas de Seguros

			Se encuentra regulado en el artículo 12 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre. Se grava por este impuesto la realización de operaciones de seguro y capitalización basadas en técnica actuarial concertadas con entidades aseguradoras que operen en España, salvo aquellas operaciones que se consideran exentas (p. ej., seguros colectivos que instrumenten sistemas alternativos a fondos de pensiones o planes de previsión asegurados). Se consideran sujetos pasivos a las entidades aseguradoras que realicen las operaciones gravadas, que deberán repercutir el impuesto sobre las personas que contraten los seguros.

			D) El Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero

			Se regula en el artículo 5 de la Ley 16/2013, de 29 de octubre. Es un tributo de naturaleza indirecta que recae sobre el consumo de los productos comprendidos en su ámbito objetivo. En particular actúa sobre las emisiones de hidrocarburos halogenados, que han sido utilizados de manera habitual en numerosos sectores, como refrigerantes, disolventes, agentes espumantes o agentes extintores de incendios. El impuesto grava, en fase única, la puesta a consumo de estos productos atendiendo al potencial de calentamiento atmosférico. Los contribuyentes son los fabricantes, importadores, o adquirentes intracomunitarios de estos productos y los empresarios revendedores que realicen las ventas o entregas o las operaciones de autoconsumo sujetas al Impuesto, quienes deberán repercutir el importe de las cuotas devengadas sobre los adquirentes de los productos objeto del Impuesto. Finalmente, se establece que los contribuyentes podrán deducir las cuotas del Impuesto pagadas anteriormente en el período en que se acredite la entrega de los productos objeto del Impuesto a los gestores de residuos reconocidos para su destrucción, reciclado o regeneración, para lo que se prevé la minoración de la cuota correspondiente a este período.

			E) El impuesto sobre determinados servicios digitales

			Es un nuevo tributo que ha sido aprobado por la Ley 4/2020, de 15 de octubre, y que ha entrado en vigor el 16 de enero de 2021. Es un impuesto indirecto, compatible con el IVA, que se aplica en todo el territorio español y grava las prestaciones de determinados servicios digitales. Se trata de una medida unilateral adoptada por España, al igual que otros países de nuestro entorno, ante el retraso de un acuerdo global en esta materia a nivel de la OCDE. También la UE realizó una propuesta de Directiva, que tampoco ha sido aprobada, si bien ha servido de base a la norma española, que se aplicará en tanto no exista un acuerdo en el ámbito internacional.

			El impuesto grava las prestaciones de determinados servicios digitales en que exista intervención de usuarios situados en el territorio de aplicación del impuesto, que es todo el territorio español, sin perjuicio de los regímenes forales. En particular, grava los siguientes servicios digitales:

			1.º Los servicios de publicidad en línea, que consisten en la inclusión, en una interfaz digital, de publicidad dirigida a los usuarios de dicha interfaz.

			2.º Los servicios de intermediación en línea, que consisten en la puesta a disposición de interfaces digitales multifacéticas que permitan a sus usuarios localizar a otros usuarios e interactuar con ellos, o incluso facilitar entregas de bienes o prestaciones de servicios subyacentes directamente entre esos usuarios.

			3.º Los servicios de transmisión de datos, incluidas la venta o cesión de los datos recopilados acerca de los usuarios que hayan sido generados por actividades desarrolladas por estos últimos en las interfaces digitales.

			Son contribuyentes las personas jurídicas y entidades sin personalidad que superen el primer día del período de liquidación los siguientes dos umbrales:

			— Que en el año natural anterior el importe neto de su cifra de negocios supere 750 millones de euros.

			— Que el importe total de sus ingresos derivados de prestaciones de servicios digitales sujetas al impuesto relativas a usuarios situados en territorio español correspondientes al año natural anterior supere 3 millones de euros.

			El impuesto se devenga cuando se presten, ejecuten o efectúen las operaciones gravadas. La base imponible está constituida por el importe de los ingresos, excluidos, en su caso, el IVA u otros impuestos equivalentes, obtenidos por el contribuyente por cada una de las prestaciones de servicios digitales sujetas al impuesto, realizadas en el territorio de aplicación del mismo. Por su parte, el tipo de gravamen es el 3 por 100.

			En cuanto al período de liquidación, será trimestral, debiéndose presentar la liquidación en el mes siguiente.

			F) El impuesto sobre las transacciones financieras

			Se regula en la Ley 5/2020, de 15 de octubre, y ha entrado en vigor el 16 de enero de 2021. Es conocida como la tasa Tobin. Es un tributo indirecto que grava las operaciones de adquisiciones onerosas de acciones de sociedades españolas cotizadas cuyo valor de capitalización bursátil sea superior a 1.000 millones de euros a 1 de diciembre del año anterior, con independencia del lugar donde se efectúe la adquisición y cualquiera que sea la residencia o el lugar de establecimiento de las personas o entidades que intervengan en la operación.

			Es contribuyente del impuesto el adquirente de los valores. Es sujeto pasivo, con carácter general y con independencia del lugar donde esté establecido, el intermediario financiero que transmita o ejecute la orden de adquisición, ya actúe por cuenta propia, en cuyo caso será sujeto pasivo a título de contribuyente, o por cuenta de terceros, en cuyo caso tendrá la condición de sustituto del contribuyente.

			El impuesto se devenga en el momento en que se lleve a cabo la anotación registral a favor del adquirente de los valores objeto de la adquisición onerosa. La base imponible es el importe de la contraprestación, sin incluir los gastos asociados a la transacción y el tipo de gravamen es el 0,2 por 100.

			Se establece que, con carácter general, será el sujeto pasivo quien liquide el impuesto mediante el sistema de autoliquidación. No obstante, para facilitar la presentación y pago de las autoliquidaciones, particularmente de los sujetos pasivos no residentes, se contempla la posibilidad de que el reglamento del impuesto regule un procedimiento para que quien efectúe la declaración y el ingreso de la deuda tributaria, en nombre y por cuenta del sujeto pasivo, sea un depositario central de valores establecido en territorio español, que es una entidad que participa en la liquidación y registro de la adquisición de las acciones que da lugar al devengo del impuesto. Este procedimiento se ha desarrollado a través del Real Decreto 366/2021, de 25 de mayo.

			El período de liquidación es mensual y el plazo de presentación ordinario es del 10 al 20 del mes siguiente al correspondiente período de liquidación mensual.

			2.3. Los impuestos que gravan el tráfico exterior


			Grava las importaciones de bienes al territorio aduanero de la UE desde territorios terceros. La UE tiene una frontera fiscal única frente al exterior, sin que existan fronteras entre los países miembros, en la medida en que la UE se basa en una unión aduanera. Se considera que esta materia es de competencia exclusiva de las instituciones de la UE, siendo la normativa básica el Código aduanero de la Unión, regulado por el Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de octubre de 2013. No obstante, no existe una Administración aduanera de la UE encargada de aplicar esta norma, sino que de esta tarea se encargan las Administraciones nacionales. En cuanto a las competencias normativas, los Estados miembros tan solo desarrollan la regulación de la UE en los aspectos no cubiertos por esta, fundamentalmente procedimentales. Además, la recaudación obtenida, una vez detraídos los gastos de gestión, se debe transferir a la UE, pues forma parte de sus recursos propios. Además de su función recaudatoria, los derechos de aduanas cumplen también una importante función extrafiscal, pues protegen a los productos internos frente a la competencia exterior.

			2.4. Los nuevos impuestos indirectos para incentivar la economía circular


			La Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, ha introducido, con vigencia desde el 1 de enero de 2023, dos impuestos cuya finalidad es reducir la generación de residuos y mejorar su gestión.

			En primer lugar, se regula el impuesto especial sobre los envases de plástico no reutilizables (arts. 67 a 83), que tiene por objeto la prevención de los residuos que generan este tipo de envases. Es un tributo de naturaleza indirecta que recae sobre la utilización en el territorio español de envases que, conteniendo plástico, no son reutilizables. Se considera envase todo producto destinado a prestar la función de contener, proteger, manipular, distribuir y presentar mercancías. El hecho imponible del impuesto recae sobre la fabricación, la importación o la adquisición intracomunitaria de los envases que, conteniendo plástico, son no reutilizables, aunque también se grava la introducción irregular en el territorio español de dichos productos. Para fomentar el reciclado, no se gravará la cantidad de plástico reciclado contenida en los productos gravados. Están exentos de este tributo los envases no reutilizables que contengan plástico cuando se destinen a prestar su función en medicamentos, productos sanitarios, alimentos para usos médicos especiales, preparados para lactantes de uso hospitalario o residuos peligrosos de origen sanitario, así como los rollos de plástico para ciertos usos agrícolas y ganaderos. Los contribuyentes son los fabricantes, importadores y adquirientes intracomunitarios, quienes deberán solicitar la inscripción en el registro territorial correspondiente. La base imponible estará constituida por la cantidad de plástico no reciclado, expresada en kilogramos, contenida en los productos objeto del impuesto, lo que debe ser certificado por una entidad debidamente acreditada. El tipo impositivo es de 0,45 euros por kilogramo.

			En segundo lugar, se regula el impuesto sobre el depósito de residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos (arts. 84 a 97). Se trata de un tributo de carácter indirecto que tiene como objeto de disminuir estas formas de gestión de los residuos que son menos adecuadas desde el punto de vista ambiental, favoreciendo otras opciones como el reciclado. Es un tributo que puede ser cedido a las Comunidades Autónomas, pues en varias de ellas ya está vigente un tributo propio con este objeto imponible, si bien para ello será necesario introducir las modificaciones normativas necesarias. Mientras que esto no ocurra, el rendimiento del impuesto se atribuye a las Comunidades Autónomas, que también podrán asumir las competencias de gestión. El hecho imponible del impuesto recae sobre la entrega de residuos para su eliminación en vertederos o para su eliminación o valorización energética en instalaciones de incineración o de coincineración, ya sean de titularidad pública o privada, si bien se establecen determinadas exenciones. La base imponible estará constituida por el peso de los residuos depositados en vertederos, incinerados o coincinerados. El tipo impositivo para el cálculo de la cuota íntegra varía en función del tipo de instalación de tratamiento y también en función de la clase de residuo, si bien los tipos fijados en la ley podrán ser incrementados por las Comunidades Autónomas, una vez que se configure como un tributo cedido.

			
3. EL GRAVAMEN TRANSITORIO A LAS EMPRESAS ENERGÉTICAS Y A LA BANCA


			Como apartado final, se va a hacer una breve referencia a dos gravámenes temporales que se han aprobado por la Ley 38/2022, de 27 de diciembre. Se trata del gravamen temporal energético y del gravamen temporal de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito. En realidad, el legislador no los ha configurado como tributos, por lo que en principio no tendrían cabida en este Manual. Su naturaleza, según dicha ley, es la de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario, lo que se justifica porque estas prestaciones no se incardinan en el ámbito de una relación jurídico-tributaria, sino que se configuran como instrumentos de intervención del Estado en la economía, en el marco del denominado «pacto de rentas», como una herramienta esencial para la lucha contra los efectos nocivos de la inflación que viene sufriendo la ciudadanía. De hecho, si tuvieran la naturaleza de tributo se podría considerar la existencia de doble imposición con el IS, lo que posiblemente sea la verdadera razón de la naturaleza otorgada a estas figuras. En cualquier caso, el TC tendrá la última palabra sobre si materialmente tienen el carácter de tributos y, en definitiva, sobre la adecuación de estas prestaciones a la CE.

			En el ámbito energético, se configura una prestación patrimonial que deberán satisfacer determinadas personas y entidades consideradas como «operadores principales» que cumplan determinadas condiciones en relación con el importe neto de la cifra de negocios, así como las personas o entidades que desarrollen en España actividades de producción de crudo de petróleo o gas natural, minería de carbón o refino de petróleo y cumplan determinados requisitos. La prestación es temporal y nace el 1 de enero de los años 2023 y 2024, debiéndose satisfacer durante los primeros veinte días naturales del mes de septiembre de dichos años. El importe a pagar será el resultado de aplicar el porcentaje del 1,2 por 100 al importe neto de la cifra de negocios del obligado o del grupo fiscal. Además, se debe efectuar un pago anticipado del 50 por 100 de la cantidad a satisfacer que se descontaría de la liquidación definitiva de dicha prestación. Ni la prestación ni el pago anticipado son deducibles en el IS ni puede ser objeto de repercusión económica, pues el objetivo es que sea soportado económicamente por el obligado, de acuerdo con la naturaleza dada a la figura.

			En el ámbito financiero, la prestación patrimonial deben satisfacerla las entidades y establecimientos financieros de crédito que tengan un importe de ingresos por intereses y comisiones correspondiente al año 2019 igual o superior a 800 millones de euros o, en su caso, el grupo fiscal, en cuyo caso dicho importe se referirá a las cuentas consolidadas del grupo. El importe a pagar será el resultado de aplicar a la suma del margen de intereses y de los ingresos y gastos por comisiones del obligado o, en su caso, del grupo fiscal consolidado del que forme parte aquel, el porcentaje del 4,8 por 100. El resto de las características de esta prestación son similares a la prestación del ámbito energético (nacimiento, plazos de ingreso, pagos anticipados, no deducibilidad en el IS, prohibición de la repercusión económica, etc.).

			
				
					1 La Ley 4/2008, de 23 de diciembre, estableció una bonificación general de la cuota íntegra del 100 por 100 y eliminó el deber de presentar la autoliquidación.

				

			

		

	
		
			LECCIÓN 2

			
EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS

			LUIS MALVÁREZ PASCUAL

			
I. ELEMENTOS ESTRUCTURALES

			
1. NATURALEZA, OBJETO Y CARACTERÍSTICAS


			1.1. Naturaleza


			El Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es un impuesto que presenta las siguientes características:

			— Es directo, pues grava una manifestación directa de capacidad económica (la renta). Además, tiene tal carácter en la clasificación que realizan las leyes presupuestarias.

			— Es personal, lo que significa que en la determinación del hecho imponible es necesaria la referencia a una persona —persona física— como centro para la imputación de la renta.

			— Tiene carácter subjetivo, pues para determinar la tributación se tienen en cuenta las características personales y familiares de los contribuyentes.

			— Es progresivo. En realidad, el IRPF ha sido el único impuesto de relevancia en el que ha tenido reflejo el principio de progresividad contemplado en el artículo 31 de la CE. De ahí que se pueda afirmar que dicho principio se ha materializado en nuestro sistema tributario fundamentalmente a través de dicho impuesto, si bien en la actualidad la progresividad afecta particularmente a ciertas rentas, pues es menor en relación con las rentas del ahorro. Además, el alcance de esta progresividad ha sido muy diferente a lo largo de los años como consecuencia de la distinta configuración de las tarifas del impuesto.

			— No es un «impuesto sintético» en el sentido clásico, en cuya virtud la renta se grave de forma homogénea con independencia del origen o fuente de la misma. En el actual IRPF las reglas para la determinación del rendimiento neto son diferentes en relación con cada componente de la renta.

			1.2. Objeto del impuesto


			El objeto de este impuesto está constituido por la renta del contribuyente (art. 2 LIRPF). La renta gravada está compuesta por:

			— Rendimientos: son rentas derivadas de una fuente que puede fluir de forma constante. Pueden proceder del trabajo personal, del capital o de una actividad económica.

			— Ganancias y pérdidas patrimoniales: se trata de rentas esporádicas que tienen su origen en cualquier modificación en el patrimonio de una persona, salvo que sean calificadas en otra categoría de renta. Normalmente, grava las rentas que se ponen de manifiesto en la transmisión de bienes y derechos (p. ej., renta derivada de la transmisión de una vivienda o unas acciones), aunque también se gravan en este impuesto las ganancias y pérdidas patrimoniales que no se relacionan con la transmisión de un bien o derecho (p. ej., obtención de un premio en un concurso televisivo).

			— Imputaciones de renta: son rentas que no existen en la realidad, por lo que tienen una naturaleza de renta potencial o presunta (p. ej., imputaciones de renta inmobiliaria).

			1.3. La configuración como impuesto cedido parcialmente a las Comunidades Autónomas


			El artículo 3 LIRPF establece que el IRPF es un impuesto parcialmente cedido a las Comunidades Autónomas, a las que se les cede parte de la recaudación y se les atribuyen ciertas competencias normativas, fundamentalmente en la determinación de las escalas autonómicas, del mínimo personal y familiar aplicable para el cálculo del gravamen autonómico y de las deducciones en la cuota íntegra autonómica, en los términos del artículo 46 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía.

			1.4. Ámbito de aplicación


			El artículo 4 LIRPF establece que el impuesto se aplicará en todo el territorio español. No obstante, las Comunidades Forales se rigen por leyes propias (apdo. 2.º). Por su parte, en Canarias, Ceuta y Melilla se aplica la misma ley que en todo el territorio español, aunque con ciertas particularidades (apdo. 3.º). Así, por ejemplo, en relación con las rentas obtenidas en Ceuta y Melilla se aplica una bonificación del 60 por 100 de la cuota.

			1.5. Convenios internacionales


			En el ámbito del IRPF, los convenios más relevantes son los tratados internacionales para evitar la doble imposición. La doble imposición internacional es consecuencia de que la mayoría de los Estados de la OCDE gravan a los residentes en su territorio por su renta mundial, con independencia del lugar donde esta haya sido obtenida y de la residencia del pagador, pero también grava a los no residentes que obtengan rentas en su territorio, aunque en virtud de reglas específicas.

			En la medida en que los residentes son gravados tanto en el país de la residencia como en el de la producción de la renta se producirá doble imposición en relación con una misma renta. Para evitar dicha situación se firman estos acuerdos de carácter bilateral, en los que se determina el lugar donde se grava la renta (país de producción de la renta, país de residencia del contribuyente o tributación compartida en los dos Estados). En este sentido, el artículo 5 LIRPF determina que lo establecido en dicha Ley lo será sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados y convenios internacionales que formen parte del ordenamiento interno español.

			
2. EL HECHO IMPONIBLE DEL IRPF

			El artículo 6 LIRPF establece que el hecho imponible del impuesto es la obtención de renta por el sujeto pasivo. Es difícil establecer una definición abstracta de la renta, por lo que la Ley la define de forma analítica, en función de sus componentes, que en virtud del artículo 6.2 son los siguientes:

			a) Los rendimientos del trabajo.

			b) Los rendimientos del capital.

			c) Los rendimientos de las actividades económicas.

			d) Las ganancias y pérdidas patrimoniales.

			e) Las imputaciones de renta que se establezcan por ley.

			Ahora bien, a efectos de la cuantificación del tributo, mediante su integración en la base imponible y la liquidación del impuesto, la renta se clasifica en dos tipos:

			a) Renta general.

			b) Renta del ahorro, integrada por la mayor parte de las rentas del capital mobiliario y las ganancias y pérdidas patrimoniales derivadas de la transmisión de bienes o derechos.

			Para una correcta delimitación del hecho imponible, el artículo 6.4 LIRPF establece la no sujeción de la renta que se encuentra sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Así, la delimitación entre ambos impuestos es especialmente relevante en el caso de las prestaciones de seguros sobre la vida. La LISD declara sujetas a dicho impuesto las percepciones de cantidades por los beneficiarios de contratos de seguros sobre la vida, cuando el contratante sea persona distinta del beneficiario. No obstante, cuando el contratante del seguro coincida con el beneficiario la percepción derivada del mismo estará sujeta al IRPF.

			Por su parte, la Disposición Adicional 45.ª LIRPF, añadida por el RDL 1/2017, de 20 de enero, recoge un supuesto particular que puede ser calificado como de no sujeción, al señalar que una determinada renta no se integrará en la base imponible del IRPF. Dicha disposición determina el tratamiento fiscal de las cantidades percibidas por la devolución de las cláusulas de limitación de tipos de interés de préstamos (conocidas como cláusulas suelo) derivadas de acuerdos celebrados con las entidades financieras o del cumplimiento de sentencias o laudos arbitrales. El precepto establece que no se integrará en la base imponible del IRPF la devolución derivada de acuerdos celebrados con entidades financieras, en efectivo o a través de otras medidas de compensación, junto con sus correspondientes intereses indemnizatorios, de las cantidades previamente satisfechas a aquellas en concepto de intereses por la aplicación de este tipo de cláusulas. Además, el apartado 2.º de dicha disposición determina las consecuencias fiscales que esta situación va a dar lugar en los períodos anteriores en los que se abonaron dichos intereses, pues el tratamiento que a efectos del IRPF recibieron las cantidades previamente satisfechas por el contribuyente que son objeto de la devolución puede ser determinante de la obligación de regularizar las autoliquidaciones presentadas en tales períodos, siempre que no esté prescrito el derecho a liquidar de la Administración. Así, se deberá regularizar si dichos intereses formaron parte de la base de deducción por inversión en vivienda habitual o de deducciones establecidas por la Comunidad Autónoma o si tuvieron la consideración de gasto deducible.

			Finalmente, el artículo 6.5 LIRPF presume retribuidas, salvo prueba en contrario, las prestaciones de bienes, derechos o servicios susceptibles de generar rendimientos del trabajo o del capital. El artículo 40 LIRPF considera que la valoración de las rentas estimadas se efectuará por el valor normal en el mercado, entendiéndose por este la contraprestación que se acordaría entre sujetos independientes, salvo prueba en contrario, si bien en el caso de préstamos y operaciones de captación o utilización de capitales ajenos en general, se entenderá por valor normal en el mercado el tipo de interés legal del dinero que se encuentre en vigor el último día del período impositivo.

			
3. LAS RENTAS EXENTAS


			La Ley 44/1978, de 8 de septiembre, que introdujo por vez primera un impuesto global sobre la renta en España, estableció una cláusula general de no sujeción al impuesto. En su virtud, se excluían de tributación todas las indemnizaciones que trataran de compensar la pérdida de un bien o derecho no declarable en el Impuesto sobre el Patrimonio. Dicha cláusula, muy adecuada desde el punto de vista conceptual, dio lugar a numerosos conflictos. Por ello, a partir de la Ley 18/1991 el legislador estableció una lista cerrada de exenciones para evitar la indefinición anterior, lo que ha mantenido en las leyes que han regido el tributo desde entonces, incluida la actual Ley 35/2006, de 28 de noviembre, que establece una lista de este tipo en el artículo 7. Aunque el legislador no hace distinciones y califica todos los casos contemplados en dicha lista taxativa como exenciones, desde el punto de vista técnico cabría definir alguno de los supuestos recogidos en dicho precepto como de no sujeción. Así se podrían calificar las indemnizaciones recibidas para compensar la producción de algún tipo de perjuicio en su perceptor (p. ej., las prestaciones públicas extraordinarias por actos de terrorismo, las ayudas percibidas por los afectados de un contagio en el ámbito sanitario por el virus del SIDA, las pensiones en favor de personas que sufrieron lesiones con ocasión o como consecuencia de la Guerra Civil, las indemnizaciones satisfechas por las Administraciones Públicas por daños personales derivadas del funcionamiento de los servicios públicos, etc.). Otras, sí tendrían la consideración de exenciones, al estar destinadas a favorecer ciertos comportamientos o situaciones (p. ej., acogimiento de personas con discapacidad, mayores de 65 años o menores, participación en misiones internacionales de paz, etc.). Para un estudio exhaustivo de las rentas exentas nos remitimos a lo dispuesto en el artículo 7 LIRPF, sin perjuicio de lo cual vamos a hacer un análisis más pormenorizado de diversos supuestos, con el objetivo de facilitar su comprensión.

			La letra d) se refiere a las indemnizaciones como consecuencia de responsabilidad civil por daños personales, en la cuantía legal o judicialmente reconocida. Hay que considerar incluidas dentro de la indemnización por daños personales, además de las derivadas de daños físicos o psíquicos, las debidas a daños morales. En caso de que se haya reconocido judicialmente, estará toda la cantidad exenta, sin ningún otro límite. En caso de que haya existido un acuerdo extrajudicial, estará exenta la indemnización según los límites establecidos legalmente. Si no existe norma legal que fije la cuantía de la indemnización, tributará en su totalidad. También estarán exentas las indemnizaciones por idéntico tipo de daños derivadas de contratos de seguro de accidentes, salvo aquellos cuyas primas hubieran podido reducir la base imponible o ser consideradas gasto deducible (art. 30.2, regla 1.ª LIRPF). Así ocurrirá, por ejemplo, cuando se reciban percepciones derivadas de contratos de seguros de responsabilidad civil por daños causados a terceros. La exención alcanzará hasta la cuantía que resulte de aplicar, para el daño sufrido, el sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación.
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